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TEMA 9 

 

ÓRGANOS CONSTITUCIONALES DE CONTROL DE LA ADMINISTRACIÓN. EL TRIBUNAL 
CONSTITUCIONAL. EL TRIBUNAL DE CUENTAS. EL DEFENSOR DEL PUEBLO. LA 
ADMINISTRACIÓN CONSULTIVA: ESPECIAL REFERENCIA AL CONSEJO DE ESTADO. 

 

1. ÓRGANOS CONSTITUCIONALES DE CONTROL DE LA ADMINISTRACIÓN 

Toda organización requiere órganos de control y vigilancia que permitan conocer las 
desviaciones de los resultados de su actuación con respecto a los objetivos marcados por las 
normas establecidas para su desempeño y así poder corregir dichas desviaciones con el fin de 
alcanzar sus fines, metas y objetivos. 

Dentro del control del funcionamiento de la Administración se puede distinguir entre el control 
externo y el control interno. 

El control ejercido por el Defensor del Pueblo es externo y ulterior, es decir, que realiza el control 
sobre actos ya realizados. 

El control ejercido por el Tribunal de Cuentas es un control externo, que controla la actividad 
económico-financiera del sector público. 

 

2. EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL 

Esta materia se encuentra regulada en el Título IX de la Constitución Española y en la Ley 
Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, del Tribunal Constitucional (LOTC). 

El artículo 1 LOTC establece que: 

1. El Tribunal Constitucional, como intérprete supremo de la Constitución, es 
independiente de los demás órganos constitucionales y está sometido sólo a la 
Constitución y a la presente Ley Orgánica. 

2. Es único en su orden y extiende su jurisdicción a todo el territorio nacional. 

De acuerdo con lo previsto en el artículo 2 LOTC el Tribunal Constitucional conocerá en los casos 
y en la forma que esta Ley determina: 

a) Del recurso y de la cuestión de inconstitucionalidad contra Leyes, disposiciones 
normativas o actos con fuerza de Ley. 

b) Del recurso de amparo por violación de los derechos y libertades públicos relacionados 
en el artículo 53.2, de la Constitución. 

c) De los conflictos constitucionales de competencia entre el Estado y las Comunidades 
Autónomas o de los de éstas entre sí. 

d) De los conflictos entre los órganos constitucionales del Estado. 
e) De los conflictos en defensa de la autonomía local. 
f) De la declaración sobre la constitucionalidad de los tratados internacionales. 
g) Del control previo de inconstitucionalidad en el supuesto previsto en el artículo 79 de la 

presente Ley. 
h) De las impugnaciones previstas en el artículo 161.2 de la Constitución. 
i) De la verificación de los nombramientos de los magistrados del Tribunal Constitucional, 

para juzgar si los mismos reúnen los requisitos requeridos por la Constitución y la 
presente Ley. 

j) De las demás materias que le atribuyen la Constitución y las Leyes orgánicas. 
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De acuerdo con lo previsto en el artículo 162 de la Constitución están legitimados 

a) Para interponer el recurso de inconstitucionalidad, el presidente del Gobierno, el 
Defensor del Pueblo, 50 Diputados, 50 Senadores, los órganos colegiados ejecutivos de 
las Comunidades Autónomas y, en su caso, las Asambleas de las mismas. 

b) Para interponer el recurso de amparo, toda persona natural o jurídica que invoque un 
interés legítimo, así como el Defensor del Pueblo y el Ministerio Fiscal. 

El artículo 164.1 de la Constitución establece que las sentencias del Tribunal Constitucional se 
publicarán en el Boletín Oficial del Estado con los votos particulares, si los hubiere. Tienen el 
valor de cosa juzgada a partir del día siguiente de su publicación y no cabe recurso alguno contra 
ellas. Las que declaren la inconstitucionalidad de una ley o de una norma con fuerza de ley y 
todas las que no se limiten a la estimación subjetiva de un derecho, tienen plenos efectos frente 
a todos. 

El artículo 159 de la Constitución establece que: 

1. El Tribunal Constitucional se compone de 12 miembros nombrados por el rey; de ellos, 
4 a propuesta del Congreso por mayoría de tres quintos de sus miembros; 4 a propuesta 
del Senado, con idéntica mayoría; 2 a propuesta del Gobierno, y 2 a propuesta del 
Consejo General del Poder Judicial. 

2. Los miembros del Tribunal Constitucional deberán ser nombrados entre magistrados y 
fiscales, profesores de Universidad, funcionarios públicos y abogados, todos ellos 
juristas de reconocida competencia con más de 15 años de ejercicio profesional. 

3. Los miembros del Tribunal Constitucional serán designados por un período de 9 años y 
se renovarán por terceras partes cada tres. 

4. La condición de miembro del Tribunal Constitucional es incompatible: con todo 
mandato representativo; con los cargos políticos o administrativos; con el desempeño 
de funciones directivas en un partido político o en un sindicato y con el empleo al 
servicio de los mismos; con el ejercicio de las carreras judicial y fiscal, y con cualquier 
actividad profesional o mercantil. 

En lo demás los miembros del Tribunal Constitucional tendrán las incompatibilidades 
propias de los miembros del poder judicial. 

5. Los miembros del Tribunal Constitucional serán independientes e inamovibles en el 
ejercicio de su mandato. 

El artículo 160 de la Constitución señala que el presidente del Tribunal Constitucional será 
nombrado entre sus miembros por el rey, a propuesta del mismo Tribunal en pleno y por un 
período de 3 años. 

El artículo 6 LOTC establece que:  

1. El Tribunal Constitucional actúa en pleno, en sala o en sección. 
2. El pleno está integrado por todos los magistrados del Tribunal. Lo preside el presidente 

del Tribunal y, en su defecto, el vicepresidente y, a falta de ambos, el magistrado más 
antiguo en el cargo y, en caso de igual antigüedad, el de mayor edad. 

El artículo 7 LOTC establece que: 

1. El Tribunal Constitucional consta de dos salas. Cada sala está compuesta por seis 
magistrados nombrados por el Tribunal en pleno. 

2. El presidente del Tribunal lo es también de la sala primera, que presidirá en su defecto, 
el magistrado más antiguo y, en caso de igual antigüedad, el de mayor edad. 

3. El vicepresidente del Tribunal presidirá en la sala segunda y, en su defecto, el magistrado 
más antiguo y, en caso de igual antigüedad, el de mayor edad. 
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3. EL TRIBUNAL DE CUENTAS 

Competencias y funciones 

El artículo 136 de la Constitución establece que: 

1. El Tribunal de Cuentas es el supremo órgano fiscalizador de las cuentas y de la gestión 
económica de Estado, así como del sector público. 

Dependerá directamente de las Cortes Generales y ejercerá sus funciones por 
delegación de ellas en el examen y comprobación de la cuenta general del Estado. 

2. Las cuentas del Estado y del sector público estatal se rendirán al Tribunal de Cuentas y 
serán censuradas por éste. 

El Tribunal de Cuentas, sin perjuicio de su propia jurisdicción, remitirá a las Cortes 
Generales un informe anual en el que, cuando proceda, comunicará las infracciones o 
responsabilidades en que, a su juicio, se hubiere incurrido. 

3. Los miembros del Tribunal de Cuentas gozarán de la misma independencia e 
inamovilidad y estarán sometidos a las mismas incompatibilidades que los jueces. 

4. Una ley orgánica regulará la composición, organización y funciones del Tribunal de 
Cuentas. 

Por su parte, el artículo 153 de la Constitución establece que “El control de la actividad de los 
órganos de las Comunidades Autónomas se ejercerá: 

a) Por el Tribunal Constitucional, el relativo a la constitucionalidad de sus disposiciones 
normativas con fuerza de ley. 

b) Por el Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado, el del ejercicio de funciones 
delegadas a que se refiere el apartado 2 del artículo 150. 

c) Por la jurisdicción contencioso-administrativa, el de la administración autónoma y sus 
normas reglamentarias. 

d) Por el Tribunal de Cuentas, el económico y presupuestario.” 

Como consecuencia del mandato constitucional, se promulgó la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de 
mayo, del Tribunal de Cuentas. En ella se efectuaba una remisión para su desarrollo a una ley 
posterior, que fue aprobada mediante la Ley 7/1988, de 5 de abril, de Funcionamiento del 
Tribunal de Cuentas. 

Además, se han promulgado otras disposiciones que contienen previsiones acerca de la función 
fiscalizadora del Tribunal de Cuentas. Cabe, destacar: 

-  La Ley Orgánica 8/2007, de 4 de julio, sobre Financiación de los Partidos Políticos, que 
encomienda al Tribunal de Cuentas la fiscalización de la actividad económico-financiera 
y la contabilidad ordinaria de las formaciones políticas. 
 

- La Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General, que atribuye al 
Tribunal la competencia para fiscalizar la contabilidad electoral de los partidos políticos, 
excepto en las elecciones a las Asambleas Legislativas de las Comunidades Autónomas, 
cuya realización corresponde al respectivo Órgano de Control Externo autonómico, en 
las Comunidades que dispongan del mismo. 

Composición y organización 

Se regula en los artículos 19 a 28 de la Ley Orgánica 2/1982, de 12 de mayo, del Tribunal de 
Cuentas. 



Primer Ejercicio del Proceso Selectivo para ingreso en la Escala de Titulados Superiores del  
Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo, O.A., M.P. (INSST). V. enero 2024. 

 

Son órganos del Tribunal de Cuentas: 

a) El Presidente. 

b) El Pleno. 

c) La Comisión de Gobierno. 

d) La Sección de Fiscalización. 

e) La Sección de Enjuiciamiento. 

f) Los Consejeros de Cuentas. 

g) La Fiscalía. 

h) La Secretaría General. 

 

A) Presidente 

El presidente del Tribunal de Cuentas será nombrado de entre sus miembros por el rey, a 
propuesta del mismo Tribunal en pleno y por un período de 3 años. 

Son atribuciones del presidente: 

a) Representar al Tribunal. 
b) Convocar y presidir el Pleno y la Comisión de Gobierno, así como decidir con voto de 

calidad en caso de empate. 
c) Ejercer la jefatura superior del personal al servicio del mismo y las funciones relativas a 

su nombramiento, contratación, gobierno y administración en general. 
e) Disponer los gastos propios del Tribunal y la contratación de obras, bienes, servicios, 

suministros y demás prestaciones necesarias para su funcionamiento. 
d) Las demás que le reconozca la Ley. 
f) Resolver las demás cuestiones de carácter gubernativo no asignadas a otros órganos del 

Tribunal. 

 

B) El Pleno 

El Tribunal en Pleno estará integrado por doce consejeros de Cuentas, uno de los cuales será el 
presidente, y el fiscal. 

El cuórum para la válida constitución del Pleno será el de dos tercios de sus componentes y sus 
acuerdos serán adoptados por mayoría de asistentes. 

Corresponde al Pleno: 

a) Ejercer la función fiscalizadora. 
b) Plantear los conflictos que afecten a las competencias o atribuciones del Tribunal. 
c) Conocer de los recursos de alzada contra las resoluciones administrativas dictadas por 

órganos del Tribunal. 
d) Aprobar y modificar los reglamentos del Tribunal de Cuentas. 
e) Las demás funciones que se determinen en la Ley de Funcionamiento del Tribunal de 

Cuentas. 

Los Consejeros de Cuentas serán designados por las Cortes Generales, 6 por el Congreso de los 
Diputados y 6 por el Senado, mediante votación por mayoría de tres quintos de cada una de las 
Cámaras, por un período de 9 años, entre Censores del Tribunal de Cuentas, Censores Jurados 
de Cuentas, magistrados y fiscales, profesores de Universidad y funcionarios públicos 
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pertenecientes a cuerpos para cuyo ingreso se exija titulación académica superior, abogados, 
economistas y profesores mercantiles, todos ellos de reconocida competencia, con más de 
quince años de ejercicio profesional. 

Los Consejeros de Cuentas del Tribunal son independientes e inamovibles. 

 

C) La Comisión de Gobierno 

La Comisión de Gobierno quedará constituida por el presidente y los consejeros de cuentas 
presidentes de sección. 

Corresponde a la Comisión de Gobierno: 

a) Establecer el régimen de trabajo del personal. 
b) Ejercer la potestad disciplinaria en los casos de faltas muy graves respecto del personal 

al servicio del Tribunal. 
c) Distribuir los asuntos entre las secciones. 
d) Nombrar los delegados instructores. 
e) Las demás facultades que le atribuye la Ley de Funcionamiento del Tribunal. 

 

D) La sección de fiscalización 

A la sección de fiscalización corresponde la verificación de la contabilidad de las entidades del 
sector público y el examen y comprobación de las cuentas que han de someterse a la 
fiscalización del Tribunal. 

La sección de fiscalización se organizará en departamentos sectoriales y territoriales al frente de 
cada uno de los cuales estará un Consejero de Cuentas. 

La Ley de Funcionamiento del Tribunal determinará la estructura interna que adopten los 
departamentos. 

El fiscal del Tribunal designará los abogados fiscales adscritos al Departamento. 

 

E) La sección de enjuiciamiento 

La sección de enjuiciamiento se organizará en salas integradas por un presidente y dos 
consejeros de cuentas, y asistidas por uno o más secretarios. 

Las salas conocerán de las apelaciones contra las resoluciones en primera instancia dictadas por 
los consejeros de cuentas en los juicios de cuentas, los procedimientos de reintegro por alcance 
y los expedientes de cancelación de fianzas; y, en instancia o por vía de recurso, de los asuntos 
que determine la Ley de Funcionamiento del Tribunal. 

Compete a los consejeros de cuentas, en la forma que determine la Ley de Funcionamiento del 
Tribunal, la resolución en primera o única instancia de los siguientes asuntos: 

a) Los juicios de las cuentas. 
b) Los procedimientos de reintegro por alcance. 
c) Los expedientes de cancelación de fianzas. 

La instrucción de los procedimientos de reintegro por alcance se efectuará por los delegados 
instructores. 
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Los delegados instructores serán nombrados entre funcionarios públicos que presten servicio 
en la provincia en que hayan ocurrido los actos que puedan constituir alcance o entre los 
funcionarios del propio Tribunal. 

En las Comunidades Autónomas cuyos estatutos hayan establecido órganos propios de 
fiscalización, el Tribunal podrá delegar en éstos la instrucción de los procedimientos 
jurisdiccionales para el enjuiciamiento de la responsabilidad contable en que incurran quienes 
tengan a su cargo el manejo de caudales o efectos públicos. 

El cargo de delegado instructor es de obligada aceptación por el funcionario designado. 

 

F) La fiscalía 

La Fiscalía del Tribunal de Cuentas, dependiente funcionalmente del fiscal general del Estado, 
quedará integrada por el fiscal y los abogados fiscales. 

El fiscal del Tribunal de Cuentas, que pertenecerá a la carrera fiscal, se nombrará por el Gobierno 
en la forma determinada en el estatuto del Ministerio Fiscal. 

 

G) La secretaría general 

La secretaría general desempeñará las funciones conducentes al adecuado ejercicio de las 
competencias gubernativas del presidente, del Pleno y de la Comisión de Gobierno en todo lo 
relativo al régimen interior del Tribunal de Cuentas. 

 

4. EL DEFENSOR DEL PUEBLO 

El Artículo 54 de la Constitución establece que “Una ley orgánica regulará la institución del 
Defensor del Pueblo, como alto comisionado de las Cortes Generales, designado por éstas para 
la defensa de los derechos comprendidos en este Título, a cuyo efecto podrá supervisar la 
actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales.” 

El Defensor del Pueblo será elegido por las Cortes Generales para un periodo de cinco años, y se 
dirigirá a las mismas a través de los presidentes del Congreso y del senado, respectivamente. 

Podrá ser elegido Defensor del Pueblo cualquier español mayor de edad que se encuentre en el 
pleno disfrute de sus derechos civiles y políticos. 

En desarrollo del citado precepto se aprobó la Ley Orgánica 3/1981, de 6 de abril, del Defensor 
del Pueblo. 

Iniciación y contenido de la investigación 

El Defensor del Pueblo podrá iniciar y proseguir de oficio o a petición de parte, cualquier 
investigación conducente al esclarecimiento de los actos y resoluciones de la Administración 
pública y sus agentes, en relación con los ciudadanos, a la luz de lo dispuesto en el artículo 103.1 
de la Constitución, y el respeto debido a los Derechos proclamados en su Título primero. 

Las atribuciones del Defensor del Pueblo se extienden a la actividad de los ministros, autoridades 
administrativas, funcionarios y cualquier persona que actúe al servicio de las Administraciones 
públicas. 

Podrá dirigirse al Defensor del Pueblo toda persona natural o jurídica que invoque un interés 
legítimo, sin restricción alguna. No podrán constituir impedimento para ello la nacionalidad, 
residencia, sexo, minoría de edad, la incapacidad legal del sujeto, el internamiento en un centro 
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penitenciario o de reclusión o, en general, cualquier relación especial de sujeción o dependencia 
de una Administración o Poder público. 

Los Diputados y Senadores individualmente, las comisiones de investigación o relacionadas con 
la defensa general o parcial de los derechos y libertades públicas y, principalmente, la Comisión 
Mixta Congreso-Senado de relaciones con el Defensor del Pueblo podrán solicitar, mediante 
escrito motivado, la intervención del Defensor del Pueblo para la investigación o esclarecimiento 
de actos, resoluciones y conductas concretas producidas en las Administraciones públicas, que 
afecten a un ciudadano o grupo de ciudadanos, en el ámbito de sus competencias. 

No podrá presentar quejas ante el Defensor del Pueblo ninguna autoridad administrativa en 
asuntos de su competencia. 

La actividad del Defensor del Pueblo no se verá interrumpida en los casos en que las Cortes 
Generales no se encuentren reunidas, hubieren sido disueltas o hubiere expirado su mandato. 

En las situaciones previstas en el apartado anterior, el Defensor del Pueblo se dirigirá a las 
Diputaciones Permanentes de las Cámaras. 

La declaración de los estados de excepción o de sitio no interrumpirán la actividad del Defensor 
del Pueblo, ni el derecho de los ciudadanos de acceder al mismo, sin perjuicio de lo dispuesto 
en el artículo 55 de la Constitución. 

Ámbito de competencias 

El Defensor del Pueblo podrá, en todo caso, de oficio o a instancia de parte, supervisar por sí 
mismo la actividad de la Comunidad Autónoma en el ámbito de competencias definido por esta 
Ley. 

A los efectos de lo previsto en el párrafo anterior, los órganos similares de las Comunidades 
Autónomas coordinarán sus funciones con las del Defensor del Pueblo y éste podrá solicitar su 
cooperación. 

Cuando el Defensor del Pueblo reciba quejas referidas al funcionamiento de la Administración 
de Justicia, deberá dirigirlas al Ministerio Fiscal para que éste investigue su realidad y adopte las 
medidas oportunas con arreglo a la ley, o bien dé traslado de las mismas al Consejo General del 
Poder Judicial, según el tipo de reclamación de que se trate; todo ello sin perjuicio de la 
referencia que en su informe general a las Cortes Generales pueda hacer al tema. 

El Defensor del Pueblo velará por el respeto de los derechos proclamados en el título primero 
de la Constitución en el ámbito de la Administración Militar, sin que ella pueda entrañar una 
interferencia en el mando de la Defensa Nacional. 

Tramitación de las quejas 

Toda queja se presentará firmada por el interesado, con indicación de su nombre, apellidos y 
domicilio, en escrito razonado en papel común y en el plazo máximo de un año, contado a partir 
del momento en que tuviera conocimiento de los hechos objeto de la misma. 

Todas las actuaciones del Defensor del Pueblo son gratuitas para el interesado y no será 
preceptiva la asistencia de Letrado ni de Procurador. De toda queja se acusará recibo. 

La correspondencia dirigida al Defensor del Pueblo y que sea remitida desde cualquier centro 
de detención, internamiento o custodia de las personas no podrá ser objeto de censura de 
ningún tipo. 

Tampoco podrán ser objeto de escucha o interferencia las conversaciones que se produzcan 
entre el Defensor del Pueblo o sus delegados y cualquier otra persona de las enumeradas en el 
apartado anterior. 
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El Defensor del Pueblo registrará y acusará recibo de las quejas que se formulen, que tramitará 
o rechazará. En este último caso lo hará en escrito motivado pudiendo informar al interesado 
sobre las vías más oportunas para ejercitar su acción, caso de que a su entender hubiese alguna 
y sin perjuicio de que el interesado pueda utilizar las que considere más pertinentes. 

El Defensor del Pueblo no entrará en el examen individual de aquellas quejas sobre las que esté 
pendiente resolución judicial y lo suspenderá si, iniciada su actuación, se interpusiere por 
persona interesada demanda o recurso ante las Tribunales ordinarios o el Tribunal 
Constitucional. Ello no impedirá, sin embargo, la investigación sobre los problemas generales 
planteados en las quejas presentadas. En cualquier caso, velará por que la Administración 
resuelva expresamente, en tiempo y forma, las peticiones y recursos que le hayan sido 
formulados. 

El Defensor del Pueblo rechazará las quejas anónimas y podrá rechazar aquellas en las que 
advierta mala fe, carencia de fundamento, inexistencia de pretensión, así como aquellas otras 
cuya tramitación irrogue perjuicio al legítimo derecho de tercera persona. Sus decisiones no 
serán susceptibles de recurso. 

Admitida la queja, el Defensor del Pueblo promoverá la oportuna investigación sumaria e 
informal para el esclarecimiento de los supuestos de la misma. En todo caso dará cuenta del 
contenido sustancial de la solicitud al Organismo o a la Dependencia administrativa procedente 
con el fin de que por su jefe, en el plazo máximo de quince días, se remita informe escrito. Tal 
plazo será ampliable cuando concurran circunstancias que lo aconsejen a juicio del Defensor del 
Pueblo. 

La negativa o negligencia del funcionario o de sus superiores responsables al envío del informe 
inicial solicitado podrá ser considerada por el Defensor del Pueblo como hostil y entorpecedora 
de sus funciones, haciéndola pública de inmediato y destacando tal calificación en su informe 
anual o especial, en su caso, a las Cortes Generales. 

Obligación de colaboración de los organismos requeridos 

Todos los poderes públicos están obligados a auxiliar, con carácter preferente y urgente, al 
Defensor del Pueblo en sus investigaciones e inspecciones. 

En la fase de comprobación e investigación de una queja o en expediente iniciado de oficio, el 
Defensor del Pueblo, su adjunto, o la persona en quien él delegue, podrán personarse en 
cualquier centro de la Administración pública, dependientes de la misma a afectos a un servicio 
público, para comprobar cuantos datos fueren menester, hacer las entrevistas personales 
pertinentes o proceder al estudio de los expedientes y documentación necesaria. 

A estos efectos no podrá negársele el acceso a ningún expediente o documentación 
administrativa o que se encuentre relacionada con la actividad o servicio objeto de la 
investigación, sin perjuicio de lo que se dispone en el artículo veintidós de esta Ley. 

Cuando la queja a investigar afectare a la conducta de las personas al servicio de la 
Administración, en relación con la función que desempeñan, el Defensor del Pueblo dará cuenta 
de la misma al afectado y a su inmediato superior u Organismo de quien aquél dependiera. 

El afectado responderá por escrito, y con la aportación de cuantos documentos y testimonios 
considere oportunos, en el plazo que se le haya fijado, que en ningún caso será inferior a diez 
días, pudiendo ser prorrogado, a instancia de parte, por la mitad del concedido. 

El Defensor del Pueblo podrá comprobar la veracidad de los mismos y proponer al funcionario 
afectado una entrevista ampliatoria de datos. Los funcionarios que se negaren a ello podrán ser 
requeridos por aquél para que manifiesten por escrito las razones que justifiquen tal decisión. 
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La información que en el curso de una investigación pueda aportar un funcionario a través de su 
testimonio personal tendrá el carácter de reservada, sin perjuicio de lo dispuesto en la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal sobre la denuncia de hechos que pudiesen revestir carácter delictivo. 

El superior jerárquico u organismo que prohíba al funcionario a sus órdenes o servicio responder 
a la requisitoria del Defensor del Pueblo o entrevistarse con él, deberá manifestarlo por escrito, 
debidamente motivado, dirigido al funcionario y al propio Defensor del Pueblo. El Defensor del 
Pueblo dirigirá en adelante cuantas actuaciones investigadoras sean necesarias al referido 
superior jerárquico. 

Contenido de las resoluciones 

El Defensor del Pueblo, aun no siendo competente para modificar o anular los actos y 
resoluciones de la Administración Pública, podrá, sin embargo, sugerir la modificación de los 
criterios utilizados para la producción de aquéllos. 

Si como consecuencia de sus investigaciones llegase al convencimiento de que el cumplimiento 
riguroso de la norma puede provocar situaciones injustas o perjudiciales para los administrados, 
podrá sugerir al órgano legislativo competente o a la Administración la modificación de la 
misma. 

Si las actuaciones se hubiesen realizado con ocasión de servicios prestados por particulares en 
virtud de acto administrativo habilitante, el Defensor del Pueblo podrá instar de las autoridades 
administrativas competentes el ejercicio de sus potestades de inspección y sanción. 

El Defensor del Pueblo está legitimado para interponer los recursos de inconstitucionalidad y de 
amparo, de acuerdo con lo dispuesto en la Constitución y en la Ley Orgánica del Tribunal 
Constitucional. 

El Defensor del Pueblo, con ocasión de sus investigaciones, podrá formular a las autoridades y 
funcionarios de las Administraciones Públicas advertencias, recomendaciones, recordatorios de 
sus deberes legales y sugerencias para la adopción de nuevas medidas. En todos los casos, las 
autoridades y los funcionarios vendrán obligados a responder por escrito en término no superior 
al de un mes. 

Si formuladas sus recomendaciones dentro de un plazo razonable no se produce una medida 
adecuada en tal sentido por la autoridad administrativa afectada o éste no informa al Defensor 
del Pueblo de las razones que estime para no adoptarlas, el Defensor del Pueblo podrá poner 
en conocimiento del ministro del departamento afectado, o sobre la máxima autoridad de la 
Administración afectada, los antecedentes del asunto y las recomendaciones presentadas. Si 
tampoco obtuviera una justificación adecuada, incluirá tal asunto en su informe anual o especial 
con mención de los nombres de las autoridades o funcionarios que hayan adoptado tal actitud 
entre los casos en que considerando el Defensor del Pueblo que era posible una solución 
positiva, ésta no se ha conseguido. 

Notificaciones y comunicaciones 

El Defensor del Pueblo informará al interesado del resultado de sus investigaciones y gestión, 
así como de la respuesta que hubiese dado la Administración o funcionario implicados, salvo en 
el caso de que éstas, por su naturaleza, fuesen consideradas como de carácter reservado o 
declaradas secretas. 

Cuando la intervención se hubiere iniciado de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 10.2 de la 
Ley Orgánica 3/1981, el Defensor del Pueblo informará al parlamentario o Comisión competente 
que lo hubiese solicitado y al término de sus investigaciones, de los resultados alcanzados. 
Igualmente, cuando decida no intervenir informará razonando su desestimación. 



Primer Ejercicio del Proceso Selectivo para ingreso en la Escala de Titulados Superiores del  
Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo, O.A., M.P. (INSST). V. enero 2024. 

 

El Defensor del Pueblo comunicará el resultado positivo o negativo de sus investigaciones a la 
autoridad, funcionario o dependencia administrativa acerca de la cual se haya suscitado. 

Informe a las Cortes 

El Defensor del Pueblo dará cuenta anualmente a las Cortes Generales de la gestión realizada 
en un informe que presentará ante las mismas cuando se hallen reunidas en periodo ordinario 
de sesiones. 

Cuando la gravedad o urgencia de los hechos lo aconsejen podrá presentar un informe 
extraordinario que dirigirá a las Diputaciones Permanentes de las Cámaras si éstas no se 
encontraran reunidas. 

Los informes anuales y, en su caso los extraordinarios, serán publicados. 

 

5. LA ADMINISTRACIÓN CONSULTIVA: ESPECIAL REFERENCIA AL CONSEJO DE ESTADO 

El artículo 107 de la Constitución establece que el Consejo de Estado es el supremo órgano 
consultivo del Gobierno. Una ley orgánica regulará su composición y competencia. 

Este precepto se desarrolla por la Ley Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado. 
El Consejo de Estado ejerce la función consultiva con autonomía orgánica y funcional para 
garantizar su objetividad e independencia de acuerdo con la Constitución y las Leyes. 

Tiene su sede en el Palacio de los Consejos de Madrid y goza de los honores que según la 
tradición le corresponden. 

En el ejercicio de sus funciones, el Consejo de Estado velará por la observancia de la Constitución 
y del resto del ordenamiento jurídico. Valorará los aspectos de oportunidad y conveniencia 
cuando lo exijan la índole del asunto o lo solicite expresamente la autoridad consultante, así 
como la mayor eficacia de la Administración en el cumplimiento de sus fines. 

El Consejo de Estado emitirá dictamen sobre cuantos asuntos sometan a su consulta el Gobierno 
o sus miembros. 

La consulta al Consejo será preceptiva cuando en esta o en otras leyes así se establezca, y 
facultativa en los demás casos. Los dictámenes del Consejo no serán vinculantes, salvo que la 
ley disponga lo contrario. 

Los asuntos en que hubiera dictaminado el Pleno del Consejo de Estado no podrán remitirse a 
informe de ningún otro cuerpo u órgano de la Administración del Estado. En los que hubiera 
dictaminado la Comisión Permanente, solo podrá informar el Consejo de Estado en Pleno. 

Corresponderá en todo caso al Consejo de Ministros resolver en aquellos asuntos en que, siendo 
preceptiva la consulta al Consejo de Estado, el ministro consultante disienta del parecer del 
Consejo. 

Las disposiciones y resoluciones sobre asuntos informados por el Consejo expresarán si se 
acuerdan conforme con el dictamen del Consejo de Estado o se apartan de él. En el primer caso, 
se usará la fórmula ''de acuerdo con el Consejo de Estado''; en el segundo, la de ''oído el Consejo 
de Estado". 

Conforme al artículo 21 de la Ley Orgánica 3/1980, el Consejo de Estado en Pleno deberá ser 
consultado en los siguientes asuntos: 

1. Anteproyectos de reforma constitucional, cuando la propuesta no haya sido elaborada 
por el propio Consejo de Estado. 
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2. Anteproyectos de leyes que hayan de dictarse en ejecución, cumplimiento o desarrollo 
de tratados, convenios o acuerdos internacionales y del derecho comunitario europeo. 

3. Proyectos de Decretos legislativos. 
4. Dudas y discrepancias que surjan en la interpretación o cumplimiento de tratados, 

convenios o acuerdos internacionales en los que España sea parte. 
5. Problemas jurídicos que suscite la interpretación o cumplimiento de los actos y 

resoluciones emanadas de Organizaciones internacionales o supranacionales. 
6. Reclamaciones que se formalicen como consecuencia del ejercicio de la protección 

diplomática y las cuestiones de Estado que revistan el carácter de controversia jurídica 
internacional. 

7. Anteproyectos de Ley o proyectos de disposiciones administrativas, cualquiera que 
fuere su rango y objeto, que afecten a la organización, competencia o funcionamiento 
del Consejo de Estado. 

8. Transacciones judiciales y extrajudiciales sobre los derechos de la Hacienda Pública y 
sometimiento o arbitraje de las contiendas que se susciten respecto de los mismos. 

9. Separación de Consejeros permanentes. 
10. Asuntos de Estado a los que el Gobierno reconozca especial trascendencia o 

repercusión. 
11. Todo asunto en que, por precepto expreso de una Ley, haya de consultarse al Consejo 

de Estado en Pleno. 

Conforme al artículo 22 de la Ley Orgánica 3/1980, la Comisión Permanente del Consejo de 
Estado deberá ser consultada en los siguientes asuntos: 

1. En todos los tratados o convenios internacionales sobre la necesidad de autorización de 
las Cortes Generales con carácter previo a la prestación del consentimiento del Estado. 

2. Disposiciones reglamentarias que se dicten en ejecución, cumplimiento o desarrollo de 
tratados, convenios o acuerdos internacionales y del derecho comunitario europeo. 

3. Reglamentos o disposiciones de carácter general que se dicten en ejecución de las Leyes, 
así como sus modificaciones. 

4. Anteproyectos de Ley Orgánica de transferencias o delegación de competencias 
estatales a las Comunidades Autónomas. 

5. Control del ejercicio de funciones delegadas por el Estado a las Comunidades 
Autónomas. 

6. Impugnación de las disposiciones y resoluciones adoptadas por los órganos de las 
Comunidades Autónomas ante el Tribunal Constitucional, con carácter previo a la 
interposición del recurso. 

7. Conflictos de atribuciones entre los distintos Departamentos ministeriales. 
8. Recursos administrativos de súplica o alzada que deban conocer en virtud de disposición 

expresa de una Ley el Consejo de Ministros, las Comisiones Delegadas del Gobierno o la 
Presidencia del Gobierno. 

9. . Recursos administrativos de revisión. 
10. . Revisión de oficio de disposiciones administrativas y de actos administrativos, en los 

supuestos previstos por las leyes. 
11. Nulidad, interpretación y resolución de los contratos administrativos cuando se formule 

oposición por parte del contratista y, en todo caso, en los supuestos previstos en la 
legislación de contratos del Estado. 

12. Nulidad, interpretación, modificación y extinción de concesiones administrativas, 
cualquiera que sea su objeto, cuando se formule oposición por parte del concesionario 
y, en todo caso, cuando así lo dispongan las normas aplicables. 

13. Reclamaciones que, en concepto de indemnización por daños y perjuicios, se formulen 
a la Administración General del Estado en los supuestos establecidos por las leyes. 
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14. Concesión de créditos extraordinarios o suplementos de crédito. 
15. Concesión y rehabilitación de honores y privilegios cuando así se establezca por 

disposición legal. 
16. Asuntos relativos a la organización, competencia y funcionamiento del Consejo de 

Estado. 
17. Concesión de monopolios y servicios públicos monopolizados. 
18. Todo asunto en que por precepto expreso de una Ley haya de consultarse al Consejo de 

Estado en Comisión Permanente. 
19. Todo asunto en que por precepto de una Ley haya de consultarse al Consejo de Estado 

y no se diga expresamente que debe ser al Consejo en Pleno. 

Composición 

El Consejo de Estado actúa en: 

- Pleno. 
- Comisión Permanente. 
- Comisión de Estudios. 

También podrá actuar en secciones con arreglo a lo que dispongan su Reglamento orgánico. 

Integran el Consejo de Estado en Pleno: 

a) El Presidente. 
b) Los Consejeros permanentes. 
c) Los Consejeros natos. 
d) Los Consejeros electivos. 
e) El Secretario general. 

El presidente y los demás miembros del Gobierno podrán asistir a las sesiones del Consejo en 
Pleno e informar en él cuando lo consideren conveniente. 


